El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
ACCIÓN DE TUTELA / FACTORES QUE DETERMINAN LA COMPETENCIA EN TUTELA / COMPETENCIA A PREVENCIÓN.
COMPETENCIA EN TUTELA – Factores que determinan la competencia.

… Para resolver el mentado conflicto de competencia puesto en conocimiento de esta Sala, en primer lugar, debe recordarse que la acción de tutela a pesar de ser un mecanismo preferente y sumario, debe atender las reglas del debido proceso, por lo que su conocimiento debe corresponder al juez facultado para resolver el asunto; en ese sentido, es pertinente tener en cuenta los factores de competencia subjetivo, territorial y funcional.
Sobre este aspecto, la Corte Constitucional ha señalado que de conformidad con los artículos 86 de la Constitución y 8º transitorio, así como los artículos 32 y 37 del Decreto 2591 de 1991, existen tres factores de asignación de competencia en materia de tutela…. Como se evidencia, la competencia por el factor territorial no se determina por el lugar de residencia de la parte accionante o la ubicación de sede del ente accionado que presuntamente vulnera los derechos, sino que se trata de analizar los hechos y esclarecer el lugar de su ocurrencia, que puede coincidir o no con la residencia del actor o actora.  

 

Atendiendo los anteriores parámetros, ha enseñado la Corte Constitucional que cuando se presenta discusión entre dos autoridades competentes para conocer la acción en virtud del factor territorial, se debe otorgar prevalencia a la elección hecha por el demandante, en virtud del criterio “a prevención” dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991
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	PROCESO:
	Conflicto de Competencia – Acción de Tutela con Medida Provisional

	RADICADO:
	66001221800020250000800

	ACCIONANTE:
	MARÍA ESPERANZA PATIÑO TORO

	ACCIONADO:
	NUEVA EPS S.A.

	IMPLICADOS:
	-JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS 
vs 

-JUZGADO QUINTO PENAL MUNICIPAL DE PEREIRA CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS


AUTO INTERLOCUTORIO No. 27
Decide la Sala Mixta No. 05 el conflicto de competencia suscitado por el JUZGADO QUINTO PENAL MUNICIPAL DE PEREIRA CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS frente al JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, en proceso de acción de tutela con medida provisional, promovida por la señora MARÍA ESPERANZA PATIÑO TORO contra la NUEVA EPS S.A.
I. ANTECEDENTES

1. Demanda de Tutela
En el proceso objeto de acción constitucional la señora MARÍA ESPERANZA PATIÑO TORO interpuso tutela con medida provisional en contra la NUEVA EPS donde pretende que se tutelen sus derechos fundamentales y se ordene la entrega del medicamento denominado “Denosumb 60mg/1m (solución inyectable*1ml) – (H) jeringa prellenada” para tratar las patologías que padece.
2. Trámite de los juzgados en conflicto
Por reparto del 04 de febrero de 2025, le correspondió el conocimiento de la acción de tutela al JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, pero mediante auto del 06 de febrero de 2025 rechazó la tutela por falta de competencia por factor territorial, argumentando que como la accionante no indicó el lugar de su domicilio, al consultar la Base de Datos Única de Afiliados al Sistema de Seguridad Social en Salud - ADRES se evidenció que la actora se encontraba ubicada en la ciudad de Pereira. Motivo por el cual, ordenó su remisión a los jueces municipales de Pereira, a través de la Oficina de Reparto del Distrito Judicial. 
Una vez remitido a la Oficina Judicial, el 06 de febrero de 2025 se asignó el conocimiento de la tutela al JUZGADO QUINTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA; no obstante, en la misma fecha, propuso el conflicto de competencia para que fuera resuelto por la Sala Mixta del Tribunal, considerando que las normas y jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido reiteradamente que no es dable rechazar el conocimiento de una tutela, a menos que con ello se afecte el derecho al debido proceso so pena de afectar la celeridad y economía procesal que se le debe imprimir al trámite. Agregó que, se comunicó de forma telefónica con la accionante, la señora MARÍA ESPERANZA PATIÑO TORO quien indicó que su domicilio se encuentra en Dosquebradas, Risaralda.
Como consecuencia, consideró que el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS está habilitado para conocer el asunto, más cuando desatendió la competencia “a prevención” que faculta a la parte actora a elegir el juez que resuelva la Litis constitucional.
Finalmente, por reparto del 07 de febrero de 2025, le correspondió a la Sala Mixta No. 5, resolver el referido conflicto de competencia y en la misma fecha la Secretaría pasó a despacho para resolver el asunto.
II. CONSIDERACIONES

Es del resorte de la Sala Mixta decidir el conflicto de competencia que se suscita entre los Juzgados arriba referidos, y establecer cuál de los funcionarios involucrados en la controversia le corresponde adelantar la acción de tutela, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 270 de 1996 y el Acuerdo No.108 de 1997 del CSJ.

Para resolver el mentado conflicto de competencia puesto en conocimiento de esta Sala, en primer lugar, debe recordarse que la acción de tutela a pesar de ser un mecanismo preferente y sumario, debe atender las reglas del debido proceso, por lo que su conocimiento debe corresponder al juez facultado para resolver el asunto; en ese sentido, es pertinente tener en cuenta los factores de competencia subjetivo, territorial y funcional.

Sobre este aspecto, la Corte Constitucional ha señalado que de conformidad con los artículos 86 de la Constitución y 8º transitorio, así como los artículos 32 y 37 del Decreto 2591 de 1991, existen tres factores de asignación de competencia en materia de tutela, a saber:

“(i) el factor territorial, en virtud del cual son competentes “a prevención” los jueces con competencia territorial en el lugar donde (a) ocurre la vulneración o la amenaza que motiva la presentación de la solicitud, o (b) donde se produzcan sus efectos; (ii) el factor subjetivo, que corresponde al caso de las acciones de tutela interpuestas en contra de (a) los medios de comunicación, cuyo conocimiento fue asignado a los jueces del circuito de conformidad con el factor territorial y (b) las autoridades de la Jurisdicción Especial para la Paz, cuya resolución corresponde al Tribunal para la Paz; y (iii) el factor funcional, que debe ser verificado por las autoridades judiciales al momento de asumir el conocimiento de la impugnación de una sentencia de tutela y que implica que únicamente pueden conocer de ella las autoridades judiciales que ostentan la condición de “superior jerárquico correspondiente” en los términos establecidos en la jurisprudencia.” (Auto 015/21) (Negrilla fuera de texto)
Sobre, el factor territorial el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 dispone: 
 
“ARTICULO 37. PRIMERA INSTANCIA. Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud.”
Como se evidencia, la competencia por el factor territorial no se determina por el lugar de residencia de la parte accionante o la ubicación de sede del ente accionado que presuntamente vulnera los derechos, sino que se trata de analizar los hechos y esclarecer el lugar de su ocurrencia, que puede coincidir o no con la residencia del actor o actora.  
 
Atendiendo los anteriores parámetros, ha enseñado la Corte Constitucional que cuando se presenta discusión entre dos autoridades competentes para conocer la acción en virtud del factor territorial, se debe otorgar prevalencia a la elección hecha por el demandante, en virtud del criterio “a prevención” dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991. 
Caso concreto

De conformidad con lo anterior, advierte esta Sala Mixta desde ya que el competente para conocer la presente acción es el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, por las razones que se pasan a explicar.
Sea lo primero indicar que, en este caso la señora MARÍA ESPERANZA PATIÑO TORO interpuso la acción de tutela en contra de la NUEVA EPS, entidad del orden nacional que opera en todo el territorio. La accionante alega que tiene 68 años, que padece osteoporosis postmenopausica y que el 29 de enero de 2025 su médico tratante le ordenó la aplicación del medicamento “Denosumab 60mg/1m (solución inyectable*1ml) – (H) jeringa prellenada” para tratar su patología; no obstante, a la fecha la EPS no ha hecho entrega del fármaco.
Al momento de verificar el material probatorio, se evidencia que la actora es atendida en la NUEVA EPS, sede 30 de agosto, en la ciudad de Pereira; no obstante, su nuevo domicilio está ubicado en Dosquebradas, tal como lo indicó el Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira y se confirmó en esta instancia en la llamada telefónica realizada el 07 de febrero de 2025, a las 2:04pm.
Lo anterior, permite concluir, en principio, que el lugar de vulneración de los derechos fundamentales de la accionante es la ciudad de Pereira, pues es lugar donde es atendida la accionante; no obstante, tal circunstancia no es suficiente para que el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS se aparte del asunto y alegue falta de competencia por factor territorial, puesto que, Dosquebradas es el lugar de domicilio de la accionante y es la ciudad que ha elegido para que el juez de tutela resuelva la litis, en aplicación del criterio de competencia territorial “a prevención” dispuesto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.

En casos como el presente, en la reciente providencia A-1359 de 2024, la Corte Constitucional, explicó: 
 
“(…) este Tribunal ha sostenido que cuando se presente una divergencia entre dos autoridades competentes en virtud del referido factor territorial, se le debe otorgar prevalencia a la elección hecha por el demandante, pues por el criterio “a prevención” consagrado en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, se ha interpretado que existe un interés del legislador estatutario en proteger la libertad del actor en relación con la posibilidad de elegir el juez competente para resolver la acción de tutela que desea promover.” (Negrilla fuera de texto) 

Así las cosas, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS debía asumir la competencia de la acción de tutela en primera instancia, salvaguardando así la libertad de la accionante en elegir el juez constitucional que dé solución al asunto. En ese sentido, se dispondrá la orden para que se remita el expediente a dicho despacho y decida con celeridad la medida provisional y el fondo el asunto.
Por lo expuesto la Sala Mixta No. 05 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en ejercicio de sus facultades,
RESUELVE:
PRIMERO: DIRIMIR el conflicto de competencia asignando el conocimiento de la acción de tutela al JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE DOSQUEBRADAS, disponiendo la remisión del expediente a dicho despacho para que decida con celeridad la medida provisional y el fondo de la tutela de la referencia. 
SEGUNDO: INFORMAR de esta decisión a la accionante y al JUZGADO QUINTO PENAL MUNICIPAL DE PEREIRA CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS.
TERCERO: ADVERTIR que contra esta providencia no procede recurso alguno.
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